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Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF:
Demanda de inconstitucionalidad contra el parágrafo del artículo 151 de la Ley 100 de 1993, “Por la cual se crea el sistema de seguridad social integral y se dictan otras disposiciones”.


Demandante: William David Gil Tovar


Magistrado Ponente: ALBERTO ROJAS RIOS


Expediente D-9760


Concepto 5722
Según lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, rindo concepto sobre la demanda que, en ejercicio de la acción pública establecida en los artículos 40, numeral 6°, y 242, numeral 1° de la Carta, instauró el ciudadano William David Gil Tovar, contra el parágrafo del artículo 151 de la Ley 100 de 1993, cuyo texto se transcribe a continuación, subrayando lo demandado:

LEY 100 DE 1993
(Diciembre 23)

Diario Oficial No. 41.148 de 23 de diciembre de 1993

Por la cual se crea el sistema de seguridad social integral y se dictan otras disposiciones

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA,

DECRETA:

[…]

ARTÍCULO 151. VIGENCIA DEL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES. El Sistema General de Pensiones previsto en la presente Ley, regirá a partir del 1o. de Abril de 1.994. No obstante, el Gobierno podrá autorizar el funcionamiento de las administradoras de los fondos de pensiones y de cesantía con sujeción a las disposiciones contempladas en la presente Ley, a partir de la vigencia de la misma.

PARÁGRAFO. El Sistema General de Pensiones para los servidores públicos del nivel departamental, municipal y distrital, entrará a regir a más tardar el 30 de junio de 1.995, en la fecha que así lo determine la respectiva autoridad gubernamental.
1. Planteamientos del demandante 

El accionante considera que el parágrafo
 del artículo 151 de la Ley 100 de 1993 vulnera el preámbulo y los artículos 1º y 13 de la Constitución Política. El cargo de inconstitucionalidad se sustenta en dos razones:
En primera medida, el demandante sostiene que el parágrafo del artículo 151 de la Ley 100 de 1993 desconoce tanto el preámbulo como el principio de igualdad, porque dicho segmento normativo estableció una distinción carente de fundamento, pues otorgó tratamientos diferenciados entre aquellos servidores que prestan sus servicios en el orden territorial, de una parte, y entre aquellos servidores públicos que prestan sus servicios en el orden nacional, de otra.
La diferencia de trato se concreta, aduce la demanda, en el establecimiento por parte del legislador de fechas diferentes para la entrada en vigencia del sistema general de pensiones, dado que dicha norma estableció la fecha del 1º de abril de 1994 para los particulares y los servidores públicos del orden nacional; mientras que el legislador estableció la fecha de 30 de junio de 1995 para la entrada en vigencia del sistema de pensiones para quienes prestan sus servicios en el orden territorial. Lo anterior implica un tratamiento desigual a quienes tienen la misma calidad, esto es, que son servidores públicos y, por lo tanto, tienen los mismos derechos y deberes.
De conformidad con lo anterior, el accionante estima que dicha diferenciación tiene efectos negativos respecto de los servidores del orden nacional, dado que el acceso al régimen de transición requiere, como una de sus hipótesis, el haber cumplido 15 años de servicio a la fecha de entrada en vigencia del sistema general de pensiones, lo cual implica un lapso menor de tiempo para aquellos servidores que prestan sus servicios en el orden nacional. Para el demandante, “(…) estos últimos trabajadores [servidores nacionales] tienen menos oportunidades en cuanto al tiempo, para acreditar el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, lo que genera desigualdad material ante la Ley, y frente a la oportunidad de acudir a la justicia (mediante acciones judiciales) y recuperar su derecho de pensionarse con el régimen de transición, por acreditar los requisitos” (subraya y resaltado fuera del texto). Así las cosas, los servidores del orden territorial tienen condiciones más favorables para acceder al régimen de transición, ya que el requisito de edad y tiempo de servicios podría cumplirse hasta el 30 de junio de 1995. 
Esta distinción, advierte la demanda, es inconstitucional en la medida en que el legislador no justificó las razones de su existencia pues, en primer lugar, nada se dice al respecto en la exposición de motivos de la Ley 100 de 1993, circunstancia de la cual se infiere que dicha diferenciación es una categoría sospechosa. En segundo lugar, la distinción no solo resulta contraria a lo dispuesto en el artículo 13 de la Carta, sino al artículo 123, puesto que “(…) las reglas para conservar el Régimen (sic) de transición no son iguales para personas que tienen la misma calidad de servidores públicos de conformidad con la definición del artículo 123 de la Constitución Política, ni para el resto de trabajadores del País (sic) por la aplicación directa que se hace del artículo 151 del parágrafo de la Ley 100 de 1993”.
Con el fin de justificar su aserto, el demandante aduce que la igualdad de los servidores públicos de los niveles territorial y nacional puede apreciarse en que estos dos grupos están sujetos en forma concurrente al Código Disciplinario Único, razón por la cual el legislador carecía de competencia para crear un beneficio injustificado en favor de los servidores territoriales en perjuicio de los que prestan sus servicios en el orden nacional. En este mismo sentido, argumenta que de la lectura de la exposición de motivos, la cual cita in extenso, se deduce que el propósito de la reforma al sistema de pensiones era excluir ciertos privilegios de los servidores públicos debido a su falta de contribución para efectos del reconocimiento pensional, pero esa circunstancia no facultaba al legislador para establecer tratamientos disímiles para quienes merecen la misma protección desde el punto de vista constitucional.

En segundo lugar, el demandante considera que se configuran los requisitos para que la Corte declare la existencia de una omisión legislativa relativa. A juicio suyo, aduce que la omisión es predicable precisamente del parágrafo del artículo 151 de la Ley 100 de 1993, dado que “[e]n esa disposición Normativa (sic), no se incluyó a los Servidores Públicos del Orden Nacional, a pesar de no existir desde un punto de vista Constitucional (sic) una diferencia en cuanto a la definición en el artículo 123 de la C.P., por lo que una categorización entre servidores públicos del orden territorial y nacional en materia de seguridad social, que desconoce de igualdad y justicia establecido en el artículo 13 y preámbulo Constitucional, sospechoso a todas luces”.

Respecto del requisito según el cual la norma de la que se predica la omisión debe excluir casos que son esencialmente asimilables, el demandante considera, al igual que en el primer cargo, que no hay razón alguna que justifique la previsión de dos fechas distintas de entrada en vigencia del sistema general de pensiones para quienes merecen una misma protección constitucional en virtud de su calidad de servidores públicos.
Con relación al requisito según el cual la exclusión de los efectos de la norma no debe obedecer a una razón objetiva y suficiente, la demanda cita los antecedentes legislativos de la norma para concluir que allí no se consignaron razones para determinar dos fechas diferentes de vigencia, dependiendo del ámbito donde el servidor presta sus servicios, es decir, si lo hace en el orden nacional o en el territorial. Adicionalmente, el demandante asevera que siendo los servidores públicos quienes tienen como deber el ejercicio de las funciones a ellos encomendadas, dichas funciones, y en particular las de carácter administrativo, deben ejercerse con fundamento en el principio de igualdad.
Concluye el cargo por omisión legislativa relativa afirmando que la diferencia injustificada tiene efectos respecto de uno de los grupos que normativamente debe tener un trato idéntico, para lo cual reitera las consideraciones expuestas con ocasión del desconocimiento del artículo 13 de la Constitución Política.

El último cargo de la demanda apunta a que se declare la inconstitucionalidad de la norma como consecuencia de vulnerar el contenido del artículo 150-19, en particular lo previsto en los literales e) y f). A su juicio, el desconocimiento de dicho artículo deviene de la habilitación a las entidades territoriales para fijar la vigencia del sistema general de pensiones lo cual, concluye, es función que el constituyente radicó exclusivamente en el Congreso de la República. 
 2. Problemas jurídicos
De conformidad con los planteamientos de la demanda, los problemas jurídicos pueden formularse así:

· ¿Incurre en un tratamiento discriminatorio y, por lo tanto, en un desconocimiento del artículo 13 de la Constitución Política la previsión contenida en el parágrafo del artículo 151 de la Ley 100 de 1993, en tanto estableció una fecha diferente para la entrada en vigencia del sistema general de pensiones respecto de los servidores que prestan sus servicios en el orden territorial, creando para éstos, beneficios injustificados en términos de acceso al régimen de transición?
· ¿Incurrió el legislador en una omisión legislativa relativa al no prever como fecha de vigencia para los servidores públicos del orden nacional la de 30 de junio de 1995, tal y como lo hizo respecto de los servidores que prestan sus servicios en el orden territorial?

· ¿Vulnera las competencias constitucionales del Congreso de la República, en especial las previstas en los numerales e) y f) del artículo 150-19, la habilitación de las entidades territoriales para fijar la fecha de entrada del sistema general de pensiones por parte del parágrafo del artículo 151 de la Ley 100 de 1993? 
3. Análisis jurídico constitucional 
Cuestión previa: análisis del contenido del segmento normativo acusado respecto de su alcance y vigencia
El sistema general de pensiones, en tanto componente de la Ley 100 de 1993, tiene como propósito garantizar el pago de prestaciones derivadas de ciertas contingencias como la vejez, la invalidez y la muerte (art. 10) con pretensiones de aplicación universal, esto es, que dicho sistema general de pensiones se aplicará “(…) a todos los habitantes del territorio nacional, conservando adicionalmente todos los derechos, garantías, prerrogativas, servicios y beneficios adquiridos y establecidos conforme a disposiciones normativas anteriores para quienes a la fecha de vigencia de esta ley hayan cumplido los requisitos para acceder a una pensión o se encuentren pensionados por jubilación, vejez, invalidez, sustitución o sobrevivientes de los sectores público, oficial, semioficial, en todos sus órdenes, del Instituto de Seguros Sociales y del sector privado en general” (art. 11).
En este contexto general, el punto del cual debe partir el análisis del caso concreto es el relativo a la vigencia del sistema general de pensiones. En efecto, la Ley 100 de 1993 fue publicada el 23 de diciembre de 1993
 y, por lo tanto, sus efectos jurídicos se produjeron a partir de esa fecha; sin embargo, para el sistema general de pensiones la misma norma estableció dos fechas de vigencia diferentes: (i) una fecha general para los trabajadores particulares y los servidores públicos del orden nacional para la entrada integral del sistema general de pensiones -1º de abril de 1994-; (ii) la fecha máxima de 30 de junio de 1995 para los servidores que prestan sus servicios en los niveles territoriales, esto es, en el ámbito departamental, municipal o distrital o en la fecha fijada mediante acto administrativo expedido por la autoridad gubernamental correspondiente.
En primer término, para el Ministerio Público la premisa que sustenta la demanda es cierta, en el entendido que las fechas diferenciadas de vigencia, según se trate de empleados del orden nacional o territorial, tienen incidencia en las condiciones de acceso al régimen de transición. Esto por cuanto el Decreto 1068 de 1995
 estableció como fecha general de entrada en vigencia del sistema de pensiones para quienes prestaban sus servicios en el ámbito territorial la de 30 de junio de 1995, con la única salvedad de que hubiese sido decretada con anterioridad por el gobernador o alcalde (art 1º). En concordancia con lo anterior, el decreto citado (art. 6º)  estableció que para efectos de cumplir con los requisitos de acceso al régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 –para aquellos servidores que hubiesen elegido el régimen de prima media con prestación definida- se tomarían las mismas fechas previstas para la entrada en vigencia del sistema general de pensiones en el orden territorial, esto es, el 30 de junio de 1995 o la fecha que hubiese decretado la autoridad respectiva. Por su parte, los empleados del orden nacional están sujetos a la fecha de vigencia general para la entrada en funcionamiento del sistema, es decir, el 1º de abril de 1994.
Así las cosas, el establecimiento de fechas diferenciadas para la entrada en vigencia del sistema de pensiones, según se trate de empleados del orden nacional o territorial, tiene incidencia en las condiciones de acceso al régimen de transición; no obstante, de ello no se sigue la inconstitucionalidad del parágrafo acusado, como se verá luego.
En segundo lugar, podría argumentarse que el Acto Legislativo 01 de 2005
 estableció límites temporales al régimen de transición defiriendo su vigencia hasta el 31 de julio de 2010. Sin embargo, el parágrafo transitorio 4º estableció una excepción a dicho límite, pues extendió el régimen de transición hasta 2014 para quienes tuvieran “(….) al menos 750 semanas o su equivalente en tiempo de servicios a la entrada en vigencia del presente Acto Legislativo”, circunstancia que bien puede configurarse con relación a empleados que presten sus servicios en el orden territorial, razón por la cual el parágrafo acusado podría seguir produciendo efectos jurídicos. 
Precisado lo anterior y centrándose en el análisis de fondo, el Ministerio Público considera que el parágrafo del artículo 151 de la Ley 100 de 1993 es exequible por las siguientes dos razones: (i) la improcedencia general del juicio de igualdad respecto de regímenes salariales y prestacionales disímiles; (ii) la inexistencia de una omisión legislativa relativa que conlleve la inexequibilidad de la norma.  Así mismo, como se desarrollará en su momento, considera esta Vista Fiscal que la Corte Constitucional debe inhibirse con relación el cargo por violación de las competencias del Congreso de la República, dado que no cumple con los mínimos argumentativos exigidos para fundamentar un concepto de violación adecuado.
(i) improcedencia general del juicio de igualdad respecto de regímenes salariales y prestacionales disímiles
El juicio de igualdad supone, con independencia de su intensidad
, el análisis de las “(…) hipótesis o sujetos respecto de los que se plantea el problema de igualdad”
, esto es, la existencia de un supuesto de hecho o de derecho que exige un tratamiento idéntico entre los sujetos objeto de la norma. La ausencia de tal supuesto conduce a la improcedencia del juicio de igualdad, pues dicho principio, en su dimensión relacional, supone “(…) no sólo la orden de tratar igual a los iguales sino también la de tratar desigualmente a los desiguales, lo que exige se respondan tres preguntas: ¿igualdad entre quiénes?, ¿igualdad en qué?, ¿igualdad con base en qué criterios?”
.

Partiendo de este enfoque, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha determinado que, por regla general
, el juicio de igualdad resulta improcedente respecto del establecimiento por parte del legislador de regímenes salariales o prestacionales diferentes, es decir, que no comporta per se un desconocimiento del principio de igualdad por cuanto (i) el legislador cuenta con un amplio margen de configuración normativa para regular en forma diferenciada regímenes salariales o prestacionales cuyos destinatarios tienen diferencias relevantes, dentro de los parámetros mínimos del estatuto del trabajo y la prohibición general de establecer discriminaciones contrarias a la Constitución (arts. 13 y 53 C.P.); (ii) la existencia de necesidades de servicio diferentes impide equiparar los distintos regímenes
, bajo el supuesto de que éstos suponen complejas elaboraciones normativas que impiden identificar un criterio de comparación específico
. 
Desde esta perspectiva, el Ministerio Público considera que la demanda por inconstitucionalidad del parágrafo del artículo 151 de la Ley 100 de 1993, por infracción del principio de igualdad, parte de un supuesto equivocado en la medida en que el supuesto que estructura el juicio de igualdad no se configura en el presente caso, por dos tipos de razones:

Un primer tipo de razones tiene que ver con la inexistencia de normas constitucionales que prevean tratamientos paritarios con relación a servidores que se encuentran en situaciones de hecho diferenciables pues, como lo ha reconocido la jurisprudencia, “(…) constitucionalmente nada impide al legislador expedir uno o varios ordenamientos en los que establezca las disposiciones que deben regir las relaciones laborales de los trabajadores tanto del sector público como del privado, siempre y cuando respete las normas constitucionales y garantice los principios mínimos fundamentales contemplados en el artículo 53 superior…”
, norma que “(…) no pretende una ciega unificación normativa en materia laboral que desconozca la facultad del legislador de establecer regímenes diferenciados mas no discriminatorios, atendiendo a las particularidades concretas de las relaciones de trabajo que se pretenden regular. Su finalidad es la de exigir al legislador la consagración uniforme en los distintos regímenes de los principios mínimos fundamentales que protegen a los trabajadores y la manera de garantizarlos, en aras de hacer efectivo el principio de igualdad ante la ley”
.
Desde esta misma perspectiva, el parámetro utilizado por el demandante para derivar un tratamiento idéntico entre las diferentes categorías de servidores públicos es equivocado. Y lo es porque el artículo 123 de la Constitución Política establece la categorización de los servidores públicos, pero de esa circunstancia no se sigue un tratamiento normativo igualitario entre dichas categorías. En efecto, una lectura adecuada del artículo 123 de la Carta conduce a una conclusión diferente a la expuesta en la demanda, pues el artículo antedicho establece categorías de servidores que tienen tanto funciones distintas como regímenes salariales y prestacionales diferenciados. 
En tanto categoría comprensiva son servidores públicos los siguientes: (i) los miembros de las corporaciones públicas, esto es, quienes prestan sus servicios en el Congreso de la República, Asamblea Departamental, Concejo Municipal y Juntas Administradoras Locales; (ii) empleados públicos que pueden categorizarse así: a) elección popular; b) periodo fijo; c) provisionales; d) libre nombramiento remoción; e) carrera administrativa; f) temporales; (iii) trabajadores oficiales y; (iv) los servidores que presten sus servicios en las entidades territoriales o descentralizadas por servicios. Por ende, es cierto que estas categorías comparten la calidad de servidores públicos, pero no es menos cierto que cumplen funciones propias dependiendo de la entidad en que presten sus servicios y, en consecuencia, el régimen prestacional y salarial responde al ejercicio concreto de dichas funciones sin que exista una exigencia constitucional de trato paritario.

Aceptar la tesis expuesta en la demanda derivaría en la eliminación de todos los regímenes prestacionales y salariales de las diversas categorías previstas en el artículo 123, estableciendo una igualación mecánica que no consulta las particularidades de las funciones asignadas a los cargos y su incidencia en materia prestacional.  

Estas distinciones se aprecian con mayor claridad en relación con los servidores que prestan sus servicios en el ámbito territorial, dado que el establecimiento de regímenes diferenciados respecto de éstos no obedece a categorías sospechosas
 sino, por el contrario, dicha distinción parte de circunstancias de hecho y de derecho que conducen a la imposibilidad de efectuar un juicio de igualdad que partiría del presupuesto de tratar igual a servidores que, desde el punto de vista fáctico y jurídico, presentan diferencias relevantes. 

Así mismo, la demanda incurre en un equívoco conceptual al darle el carácter de derecho al régimen de transición. En efecto, el régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 regula la posibilidad de pensionarse con el régimen anterior al regulado por esta normativa bajo las condiciones allí establecidas
. Para el demandante el trato discriminatorio por parte del legislador tiene efectos respecto del derecho a acceder al régimen de transición. Esta postura es equivocada pues es claro que el derecho a la pensión es diferente de la expectativa legitima
 a pensionarse de conformidad con las condiciones de un régimen distinto al previsto en la Ley 100 de 1993, dado que en el primer caso el derecho se encuentra consolidado, mientras que en el segundo caso existe una expectativa de adquirir el derecho a la pensión de conformidad con los requisitos previstos en un determinado régimen pensional. Por ende, si es admisible que el legislador establezca diferencias en materia de regímenes salariales o prestacionales en tanto derechos, también lo es que establezca diferencias con relación a expectativas legítimas que, en este caso, se refieren al acceso de unas determinadas condiciones para consolidar el derecho a la pensión.
Un segundo tipo de razones atiende a circunstancias que dan cuenta de las diferencias de hecho y de derecho entre los servidores que prestan sus servicios en el orden territorial y quienes los prestan en el orden nacional. 
La primera razón se refiere a una circunstancia de hecho con consecuencias legales, pues bajo la Constitución de 1886 tal y como quedó reformada por el Acto Legislativo 01 de 1968, el legislador tenía competencia para regular materias relacionadas con el tema pensional. Dicha competencia fue ejercida, entre otras, por medio de la Ley 6 de 1945
, la Ley 33 de 1985, la Ley 71 de 1988. 

A pesar de que la competencia estaba radicada en el Congreso de la República, las entidades territoriales expidieron normas regulando el tema pensional, lo que condujo a una dispersión normativa importante que provocó la coexistencia de regímenes pensionales aplicables a los servidores territoriales y, en consecuencia, a la existencia de cajas de previsión en las diferentes entidades territoriales a las cuales estaban afiliados los servidores que prestaba los servidores en ese ámbito.
En este contexto, la circunstancia fáctica –dispersión de los regímenes pensionales como consecuencia del reconocimiento por entidades territoriales de prestaciones- produjo un efecto legal que se tradujo en la expedición del artículo 146
 de la Ley 100 que, en términos generales, otorgó validez a las situaciones jurídicas de carácter individual consolidadas con anterioridad a su expedición, cuya fuente normativa era, precisamente, las disposiciones departamentales o municipales que regulaban materias relativas a pensiones de jubilación extralegales. 
Esta disposición fue declarada exequible (…) “salvo la expresión o cumplan dentro de los dos años siguientes”
, por la Corte Constitucional, básicamente, por considerar que la misma constituía una protección a los derechos adquiridos, pues “teniendo en cuenta la intangibilidad de los derechos adquiridos de los pensionados por jubilación del orden territorial antes de la expedición de la ley 100 de 1993, las situaciones jurídicas individuales definidas con anterioridad por disposiciones municipales y departamentales, deben continuar vigentes”
, de conformidad con su protección constitucional (art. 58 C.P.). 

En virtud de lo anterior, esta Vista Fiscal advierte que no es posible constatar la existencia de situaciones de hecho y de derecho que impliquen un tratamiento paritario por parte del legislador; por el contrario, constata que existen diferencias de hecho que impiden un tratamiento idéntico o paritario entre serviciadores del orden territorial, de un parte, y servidores del orden nacional, de otra. 
(ii) Cargo por omisión legislativa
El Ministerio Público advierte que la improcedencia del juicio de igualdad debido a la existencia de factores que impiden la comparación de los sujetos, tiene incidencia directa con relación al cargo por omisión legislativa, como quiera que uno de los presupuestos que sustenta el juicio por omisión legislativa es aquel según el cual la norma sobre la que se alega la omisión “(…) excluya de sus consecuencias jurídicas aquellos casos que, por ser asimilables, tendrían que estar contenidos en el texto normativo cuestionado, o que el precepto omita incluir un ingrediente o condición que, de acuerdo con la Constitución, resulta esencial para armonizar el texto legal con los mandatos de la Carta…”, cosa que no ocurre en el presente caso, porque el régimen prestacional de los servidores públicos del orden territorial y nacional no son asimilables y, por lo tanto, no deben estar contenidos en la misma norma, como se explicó en el punto anterior.
(iii) Inhibición respecto del  cargo por incompetencia de las entidades territoriales para determinar la entrada en vigencia del sistema general de pensiones

Por último, esta Vista Fiscal estima que el cargo por desconocimiento del artículo 150 Superior carece, en particular, de los requisitos de claridad y especificidad. El cargo carece del requisito de claridad ya que no es comprensible cómo la facultad para regular por medio de ley marco (150-19 lit. e) el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso de la Republica y de la Fuerza Pública, es vulnerado por la autorización para la entrada en vigencia del sistema general de pensiones en el ámbito territorial. En este mismo sentido, el cargo carece del requisito de especificidad, ya que la demanda no  argumenta por qué la autorización para poner en funcionamiento el sistema general de pensiones vulnera las competencias del Congreso de la República para fijar parámetros sobre el régimen salarial y prestacional de los empleados públicos, de los miembros del Congreso de la Republica y para regular el régimen de prestaciones mínimas de los trabajadores oficiales, pues dicha autorización no se utilizó para la regulación de las materias allí establecidas.
4. Conclusión

En razón de lo anterior, el Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional declarar EXEQUIBLE el parágrafo del artículo 151 de la Ley 100 de 1993, por los cargos esgrimidos en la demanda, salvo en lo que se refiere al cargo por violación del artículo 150-19, sobre el cual esta Jefatura solicita declararse INHIBIDA.
De los Señores Magistrados, 

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación
GMR/DFYM 
� El Ministerio Público analizará la demanda tal y como fue admitida por el magistrado sustanciador por medio del auto de 6 de diciembre de 2013, en el cual dispuso admitir la demanda presentada por el ciudadano William David Gil Tovar “(…) contra el parágrafo del artículo 151 de la Ley 100 de 1993” (fl 223).  


� Diario Oficial No. 41.148 de 23 de diciembre de 1993.


�“Por el cual se reglamenta la entrada en vigencia del sistema general de pensiones en los niveles departamental, municipal y distrital, la constitución de los fondos de pensiones del nivel territorial, y la declaratoria de solvencia de las cajas, fondos o entidades de previsión social del sector público del nivel territorial”.


� “Por el cual se adiciona el artículo 48 de la Constitución Política”.


� Sobre la intensidad del juicio de igualdad, véase entre otras, las sentencias C-022 de 1996, M.P. Carlos Gaviria Díaz, C-371 de 2000, M.P. Carlos Gaviria Díaz, C-093 de 2001, M.P. Alejandro Martínez Caballero y C-250 de 2012, M.P. Humberto Sierra Porto. 


� Sentencia C-100 de 2013, M.P. Mauricio González Cuervo.


� Sentencia C-673 de 2001, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.


� � Vale decir que esta improcedencia general no es absoluta, pues es posible demostrar la ausencia de una finalidad constitucional para establecer regímenes laborales diferenciados que pueden obedecer a criterios sospechosos que constitucionalmente resultan inadmisibles.


� La improcedencia del juicio de igualdad por este motivo fue analizada por la Corte Constitucional recientemente en la Sentencia C-402 de 2013, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva, providencia en la que la Corte explicó que“[e]n el caso particular de los diferentes regímenes laborales, la Corte ha concluido la improcedencia general del juicio de igualdad entre sus prestaciones. Esto en consideración a que no son equiparables y responden cada uno de ellos a los requerimientos específicos del orden o entidad de que se traten, el grado de responsabilidad y calificación profesional requerida o, lo que resulta particularmente importante para el caso analizado, a si se trata de empleos del orden nacional o territorial”. 





� Sentencia C-313 de 2003, M.P. Álvaro Tafur Galvis.


� Sentencia C-055 de 1999, M.P. Carlos Gaviria Díaz.


� Sobre las categorías sospechosas, la Corte Constitucional (Sentencia C-093 de 2001 ya citada) consideró lo siguiente: “[e]sta Corte ha precisado que hay criterios constitucionalmente neutros, y que pueden entonces ser ampliamente utilizados por las autoridades, pero existen categorías, que han sido denominadas “sospechosas”, por cuanto son potencialmente discriminatorias y por ende se encuentran en principio prohibidas. Y, según la jurisprudencia de esta Corporación, pueden ser consideradas sospechosas y potencialmente prohibidas aquellas diferenciaciones (i) que se fundan en rasgos permanentes de las personas, de las cuales éstas no pueden prescindir por voluntad propia, a riesgo de perder su identidad; además (ii) esas características han estado sometidas, históricamente, a patrones de valoración cultural que tienden a menospreciarlas; en tercer término, esos puntos de vista (iii) no constituyen, per se, criterios con base en los cuales sea posible efectuar una distribución o reparto racionales y equitativos de bienes, derechos o cargas sociales. Finalmente, (iv) en otras decisiones, esta Corporación ha también indicado que los criterios indicados en el artículo 13 superior deben también ser considerados sospechosos, no sólo por cuanto se encuentran explícitamente señalados por el texto constitucional, sino también porque han estado históricamente asociados a prácticas discriminatorias”.


� En síntesis, la estructura del régimen de transición previsto en el artículo 36 puede resumirse así: (i) los beneficios del régimen se concretan en la edad, el tiempo de servicio o número de semanas cotizadas y el monto de la pensión de vejez, las cuales se rigen por el régimen previsto con anterioridad a la Ley 100 de 1993; (ii) son beneficiarios del régimen de transición las mujeres que al momento de entrada en vigencia del régimen de pensiones tuvieran 35 años y los hombres que bajo esta misma hipótesis, i.e. entrada en vigencia del sistema, tuvieran 40 años. De otra parte, son beneficiarios –hombres o mujeres- que, sin importar su edad, tuvieran 15 años o más de servicio al momento de entrada en vigencia el régimen.


� Esta postura fue recientemente ubicada por la Corte Constitucional al decidir varios casos de personas que perdieron los beneficios del régimen de transición por varias circunstancias. En esta sentencia la Corte explicó el alcance del régimen de transición así: “Esta corporación, refiriéndose en términos generales al alcance de los regímenes de transición en materia pensional, con ocasión de una demanda ciudadana presentada contra el Decreto Ley 2090 de 2003, que fijó un régimen de transición para los trabajadores que laboran en actividades de alto riesgo para la salud, en la Sentencia C-663 de 2007 explicó que “los regímenes de transición en el ámbito pensional han sido entendidos como mecanismos de protección previstos por el legislador, mediante los cuales se pretende que los cambios introducidos por una reforma normativa no afecten excesivamente a quienes tienen una expectativa próxima de adquirir un derecho, por estar cerca del cumplimiento de los requisitos necesarios para acceder a él, en el momento del cambio legislativo. En cuanto a su alcance, señaló que “la consagración de tales regímenes, le permite al legislador ir más allá de la protección de los derechos adquiridos de las personas, para salvaguardar incluso ‘las expectativas de quienes están próximos por edad, tiempo de servicios o número de semanas cotizadas a adquirir el derecho a la pensión de vejez, lo que corresponde a una plausible política social que en lugar de violar la Constitución, se adecua al artículo 25 [de la Carta] que ordena dar especial protección al trabajo”. Sentencia SU-130 de 2013, M.P. Gabriel Mendoza Martelo.


� “Por la cual se dictan algunas disposiciones sobre convenciones de trabajo, asociaciones profesionales, conflictos colectivos y jurisdicción especial de trabajo”.


� “ARTICULO.   146.-Situaciones jurídicas individuales definidas por disposiciones municipales o departamentales. Las situaciones jurídicas de carácter individual definidas con anterioridad a la presente ley, con base en disposiciones municipales o departamentales en materia de pensiones de jubilación extralegales en favor de empleados o servidores públicos o personas vinculadas laboralmente a las entidades territoriales o a sus organismos descentralizados, continuarán vigentes También tendrán derecho a pensionarse con arreglo a tales disposiciones, quienes con anterioridad a la vigencia de este artículo, hayan cumplido los requisitos exigidos en dichas normas Lo dispuesto en la presente ley no afecta ni modifica la situación de las personas a que se refiere este artículo. Las disposiciones de este artículo regirán desde la fecha de la sanción de la presente ley”. Esta disposición fue declarada exequible por la Corte Constitucional, por cuanto consideró que la norma tenía sustento en la intangibilidad de los derechos adquiridos (art. 58 C.P.).


� Sentencia C-410 de 1997, M.P. Hernando Herrera Vergara.


� Ibídem. 
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